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PRESENTACIÓN

El Centro de Estudios Municipales y de Cooperación Interna-
cional (CEMCI), Agencia Pública Administrativa Local de la Dipu-
tación de Granada, ha venido desarrollando durante estos últimos 
años un amplio catálogo de publicaciones tratando de abarcar aque-
llos temas novedosos que se han considerado de interés para nues-
tros usuarios y suscriptores, bien por ser novedades legislativas, 
bien por tratarse de temas de especial utilidad para el desempeño 
de las funciones propias de la administración, especialmente de los 
ayuntamientos, diputaciones y otros entes locales. Así se recoge en 
el Proyecto de Creatividad, Transparencia y Mejora Continua apro-
bado por su Consejo Rector para el cuatrienio 2016-2019.

Con ello, el CEMCI evidencia experiencia y práctica aunando 
formación e investigación; ambas complementadas de imprescindi-
ble divulgación para cerrar un circuito de calidad académica con-
trastada. Nuestras destinatarias son las administraciones públicas, 
particularmente las del ámbito local; la cercanía y destreza de las 
diputaciones provinciales para colaborar con los munícipes y em-
pleados públicos en sus demarcaciones territoriales, en el caso de la 
Diputación de Granada adquieren un plus por su decidida y ya con 
largo recorrido apuesta en el tiempo, al poner también a su servicio 
a un Centro tan reputado.

¿Qué mejor complemento a la investigación y a la formación 
que publicar sus contenidos con alto grado de rigor académico? La 
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tarea editorial del CEMCI es complemento de la calidad investiga-
dora que ya tiene acreditada.

El Programa de Publicaciones y Documentación del CEMCI 
abarca una programación que incluye la doble vertiente de la ac-
tividad	editorial	y	la	de	recopilación,	clasificación	y	difusión	de	la	
información a través de nuestra biblioteca.

Esta política editorial se asienta en distintas colecciones, cada 
una con contenidos diferenciados: Análisis y Comentarios, Perspec-
tiva Histórica, Estudios de Divulgación y Temas de Administración 
Local. A esta última pertenece el volumen que presentamos, el que 
hace el número 99 de la misma. 

Esta obra, titulada Aproximación al nuevo procedimiento ad-
ministrativo común de la Ley 39/2015: reflexiones y claves para su 
aplicación, es un trabajo colectivo dirigido por María Jesús Gallardo 
Castillo y en la que son coautores junto a ella, María Dolores Calvo 
Sánchez, María Concepción Campos Acuña, Ricardo Rivero Ortega, 
Jorge Fondevila Antolín y Manuel Rebollo Puig. Un elenco, cierta-
mente, de prestigiosos profesionales del Derecho Administrativo; 
cualidad a la que unen la de colaboradores entusiastas del CEMCI. 

Los autores han distribuido la obra en ocho capítulos, en los 
que  analizan diferentes aspectos de la nueva Ley, como el ámbito 
objetivo y subjetivo, los objetivos de la reforma, los derechos de las 
personas	en	el	procedimiento	administrativo	reformado,	la	eficacia	
y validez de los actos administrativos, la obligación de resolver, el 
silencio administrativo, la revisión de los actos administrativos, la 
estructura y las fases del procedimiento administrativo, con las pe-
culiaridades del procedimiento electrónico y registros electrónicos, 
el procedimiento sancionador y la responsabilidad patrimonial, así 
como la iniciativa legislativa y la potestad reglamentaria.

A todos los autores, así como a quien ha dirigido y coordinado 
el trabajo, el Centro agradece su desinteresada contribución. Una 
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Presentación

contribución que viene a incrementar cuantitativa y cualitativamen-
te su política editorial. Somos quienes trabajamos en él conscientes 
de que con contribuciones como las suyas mantenemos las exigen-
cias que nos guían. Unas exigencias que con los años y nuestros su-
cesivos Planes y Programas se han visto notoriamente enriquecidos. 
Por ello, también nos sentimos en justicia obligados a extender esta 
gratitud a todos  ustedes, que con certeza se acercarán a esta obra 
en el convencimiento de que entre todos obtendremos provecho de 
enseñanzas y conceptos que han de estar en la base de la defensa de 
lo público, que es lo que nos debe guiar a cuantos nos dedicamos a 
la administración pública. 

CEMCi
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I. PROEMIO

Todos convenimos que las Administraciones Públicas españolas 
precisan una necesaria reforma en aras de la búsqueda de una actua-
lización,	una	mayor	eficacia	y	la	eficiencia,	transparencia	y	buen	go-
bierno, y a tal efecto en 2013 se constituyó una comisión de expertos 
para su estudio, dando lugar a un informe por todos conocido como 
CORA1, recordemos que este informe incluía 217 propuestas de me-
didas de las que 139 afectan al Estado y a las Comunidades Autóno-
mas y 78 exclusivamente a la Administración General del Estado. En 
la rendición de cuentas comprometido y exigida con carácter trimes-
tral hemos ido asistiendo al resumen por el ejecutivo de las medidas 
implantadas, publicitándose en noviembre de 2014 un balance global 
desde julio de 2013 hasta la fecha2 , que sinceramente los resultados 

1 Informe CORA 2013: http://www.seap.minhap.gob.es/dms/es/web/areas/
reforma_aapp/INFORME-LIBRO/INFORME%20LIBRO.PDF (19/1/2016). 
Apuntar que el informe contó con la colaboración de un buzón de participación 
ciudadana a través del cual se recibieron 2.239 sugerencias en materia de dupli-
cidades	y	simplificación	administrativa.

2 Se han ultimado 191 medidas que suponen el 86% del total. 381 Con-
venios han sido suscritos con CC.AA. En 12 de las 17 CC.AA. el grado de 
adhesión supera el 90% de las medidas que les afectan, en 8 de las cuales el 
porcentaje sobrepasa el 95%; 2 comunidades superan el 85 %, y las 3 restantes 
se encuentran entre un 50 y un 65%. Se han tramitado en Consejo de Ministros 
98 Proyectos normativos, además de otros acuerdos de inferior rango. Se han 
suprimido 2.305 Entes públicos, 115 en el Estado, 754 en CC. AA. y 1.436 en 
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dan vértigo: 2.305 entes públicos suprimidos, 191 medidas realiza-
das(96%), 98 proyectos de ley (Consejo de Ministros)… ahorro de 
33.411 millones de euros supone sobre un PIB=1.072. 212 millones 
euros- el 3, 1% del PIB, sobre una estructura pública que cuesta 
aprox. 300.000 millones, un ahorro aproximado de más del 10% 
del gasto.... La realidad administrativa es que no ha supuesto de-
trimento evidente de su funcionamiento, por lo que salvo criterio 
mejor	fundado,	hemos	de	afirmar	que	las	medidas	han	sido	certeras,	
aunque	late	en	el	pensamiento	de	todos,	si	son	suficientes	o	hay	que	
seguir por ese camino.

El escenario que se nos presenta de inacabada crisis hace ne-
cesario que nos planteemos estrategias gestoras que hagan de la 
eficiencia	 en	 las	Administraciones	 Públicas	 un	 objetivo	 clave	 de	
buen	gobierno,	sin	menoscabo	de	la	eficacia,	y	por	supuesto	de	la	
seguridad jurídica, ni de la vocación de servicio. Convenimos por 
quien apuesta innovar desde la búsqueda de la racionalización de las 
Administraciones Públicas a través de estructuras más simples, evi-
tando	duplicidades	e	 ineficiencias,	desde	 la	distribución	y	gestión	
más correcta de los recursos (materiales, humanos y económicos), 
con una nueva conceptualización de actos, archivos… posibilitan-
do con ello la obligada actividad objetiva de las Administraciones 
Públicas, actual, ágil, transparente y profesional en una gobernanza 
multinivel, caracterizada por un sinfín de normas con muchas espe-
cialidades que la hace mucho muy compleja .

Apuntemos que la demandada reforma de la Constitución a mi 
juicio, debe ir precedida de una seria reforma de la Administración 
Pública y de la Justicia, esto junto al esfuerzo efectivo de separar los 

EE. LL. En cuando a los ahorros, estos ascienden a un total de 30.341 millones 
de euros para las Administraciones Públicas y 3.069 millones de euros para los 
ciudadanos. En su conjunto el ahorro es de 33.411 millones de euros.

(http://www.seap.minhap.gob.es/dms/es/web/areas/reforma_aapp/proce-
so/CORA-Informe-ejecutivo-balance-CORA-noviembre-2015.pdf) 19/1/2016
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tres poderes del Estado, avocará en resultados que serían favorables 
y daría respuesta a nuestra evolución social y futuro cierto, al menos 
en el ámbito jurídico.

Respecto a la innovación de la Administración Pública en es-
tudio, este capítulo analiza una reforma legislativa: la Ley 39/2015, 
de 9 de octubre, del procedimiento administrativo común de las Ad-
ministraciones Públicas, que regula las relaciones externas de las 
Administraciones Públicas con los administrados y las empresas3, 
no siendo evidentemente el único instrumento que materializa la 
reforma, pero sí se constituye como esencial para la correcta gestión 
de sus competencias. Derecho positivo cuya vigencia es de octubre 
de 2016, plazo para la adecuación de normas de todas las AA.PP y 
octubre de 2018, respecto a los reglamentos electrónicos, los apode-
ramientos, empleados públicos habilitados, Punto de acceso general 
y archivo único.

La aprobación en octubre de 2015 de la Ley de Procedimiento 
Administrativo de las Administraciones Públicas (LPAC) constituye 
para el Derecho Administrativo y, singularmente, para los profesio-
nales del Derecho, operadores jurídicos, funcionarios y, en general, 
para los estudiosos del Derecho y por supuesto para la ciudadanía, 
un hecho novedoso e importante4. La innovación que se venía so-
licitando por la Doctrina y la necesidad administrativa y social de 
adecuar	la	Administración	Pública	a	la	praxis	gestora	de	forma	efi-
caz	y	eficiente	materializándose	en	la	reforma	del	procedimiento,	ha	
sorprendido, salvo criterio mejor fundado, por la timidez con la que 
es acogida por el legislador, desgranando en dos leyes “siamesas 

3 Relaciones ad extra que el legislador apunta pero que en la praxis sería 
inviable sin las relaciones ad intra, papel que otorga el reformador a la Ley 
40/2015, de Régimen Jurídico del sector Público.

4 Argumento del CEMCI para la impartición del Curso sobre Análisis de 
la LPAC.
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simétricas”5 la ley medular por todos conocida popularmente como 
Ley 30/92, desaprovechando salvo criterio mejor fundado, la opor-
tunidad de cambio efectivo, de apuesta decidida por la actualización 
real, resultando un desmigajado legislativo que lejos de poderlo til-
dar de innovador, más bien parece de texto refundido, pero aun así 
algo, aunque poco, hemos avanzado.

Tradicionalmente las reglas reguladoras de los aspectos orgá-
nicos del poder ejecutivo estaban separadas de las que disciplinaban 
el procedimiento, así como antecedentes legislativos a la LPAC de-
bemos citar a la Ley de Azcarate de 1889 o la Ley de 1958, de 17 
de julio, hasta la promulgación de la Ley 30/92, de 26 de noviem-
bre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento	Administrativo	Común,	cuerpo	legal	modificado	por	
la Ley 4/1999, de 4 de enero, respecto a la regulación del silencio 
administrativo, del sistema de revisión de actos y régimen de res-
ponsabilidad patrimonial, siempre en aras de la seguridad jurídica y 
de los intereses de los administrados.

El	escenario	de	 la	 reforma	como	venimos	afirmando	es	alta-
mente	justificado	por	esa	proliferación	de	normas	sectoriales,	fruto	
sin duda de esa gobernanza multinivel y de ir paliando las necesida-
des de respuesta perentorias, valga como ejemplo: L.O. 15/99, de 13 
de diciembre, Protección de datos de carácter personal; L. 17/2009, 
de 23 de noviembre, Libre acceso a las actividades de servicios y 
su	 ejercicio;	L.	25/2009,	de	22	de	diciembre,	de	modificación	de	

5 Siameses simétricos: “gemelos unidos simétricamente constituyen una 
rareza y plantean un complejo problema. Esto no es frecuente, ya que ocurre 
en casos excepcionales. Muchos de ellos nacen muertos, pero en el presente 
más de 400 logran sobrevivir aunque requieran posteriormente cirugía para su 
separación. El éxito depende de la extensión de la unión, la distribución de los 
órganos vitales y la existencia de malformaciones congénitas asociadas”          .                                                  
(https://es.wikipedia.org/wiki/Siameses#Clasificaci.C3.B3n_de_los_gemelos_
siameses- (19/2/2016)
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diversas leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las 
actividades de servicios y su ejercicio (Ley Ómnibus); L. 2/2011, de 
4 de marzo de Economía sostenible; L. 11/2007, de 22 de junio, de 
Acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos; L. 
19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a informa-
ción pública y Buen gobierno; L. 20/2013, de 9 de diciembre, de 
Unidad de mercado, …

Nos posiciona en el Derecho Administrativo tras la revolución 
francesa, el maestro de referencia GARCÍA DE ENTERRÍA6, “La 
técnica del reino de la Ley, de la descomposición del magma ingente 
e imponente del poder en una serie de competencias legales especí-
ficas,	que	hace	de	quien	manda	o	ejerce	cualquier	clase	de	autoridad	
un simple agente de la Ley, y no un hombre superior al ciudadano 
llamado a la obediencia, encontrará un campo especialmente fértil 
en el funcionamiento de la Administración”, esencia que se ha ve-
nido cautelosamente guardando hasta la actualidad, pues muchas 
son las reformas habidas, con mejor o peor fortuna realizadas, pero 
el sentimiento del imperio de la Ley, de ese principio de legalidad 
guía que proclama el art. 9 CE, viene siendo el más respetado por 
la Administración, consciente que hay radica el límite marcado por 
nuestra norma suprema, como garante de la creación de un ambiente 
de seguridad jurídica, sobre la pretensión de una gobernanza organi-
zada,	articulada,	eficaz	y	eficiente,	prestadora	de	servicios	públicos,	
hacia el interés general. 

Servicio público que, según GARRIDO FALLA apunta, no 
puede ni debe morir el concepto: “servicio técnico prestado al pú-
blico de una manera regular y constante mediante una organización 
de medios personales y materiales cuya titularidad pertenece a una 

6 GARCIA DE ENTERRÍA, E. La lengua de los derechos. Ed. Thomson 
Reuters, Cívitas, 3ª ed., 2009, pág.208
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Administración Pública y bajo un régimen jurídico especial”7. Qué 
duda cabe que ese servicio técnico debe ser actualizado y que la 
praxis, no olvidemos, viene marcada por otro parámetro extrema-
damente condicionante “el medio económico”, encontrándonos 
abocados en un escenario de inacabada crisis que requiere cambios 
muy relevantes en la organización, el procedimiento, los empleados 
públicos, los contratos y las estrategias de regulación, como magis-
tralmente viene apuntando RIVERO ORTEGA, quien no deja de 
insistir que el presupuesto de la sostenibilidad debe inevitablemente 
pasar por la innovación8. 

Y sobre estas premisas, el legislador en la exposición de mo-
tivos de la reformada Ley de Régimen Jurídico del Sector Públi-
co 2015 (LRJSP) establece como evidente, la necesidad de dotar 
a nuestro sistema legal de un Derecho administrativo sistemático, 
coherente y ordenado, de acuerdo con el proyecto general de me-
jora	de	 la	calidad	normativa	que	 inspira	 todo	 lo	planificado	en	el	
informe aprobado por la CORA (2013)9 y la OCDE (2014): “Spain: 
from Administrative eform to Continous Improvement”10, sobre re-
gulación inteligente, donde no solo el objetivo legislativo debe estar 
presente, sino los incentivos dinamizadores económicos, la simpli-
ficación	de	procesos	y	la	reducción	de	cargas,	hacia	la	búsqueda	de	
ese buen gobierno que pasa inevitablemente por una gobernanza 
organizada,	articulada,	eficaz	y	eficiente,	prestadora	de	servicios	pú-
blicos, hacia el interés general. 

7 GARRIDO FALLA, F., PALOMAR OLMEDA, A.; LOSADA GON-
ZALEZ, H., Tratado de Derecho Administrativo, Vol. II, Edit. Tecnos, 2012, 
pág. 436

8 RIVERO ORTEGA, R., La necesaria innovación en las instituciones 
administrativas, Edit. INAP, 2012, pág. 11

9 Comisión para la Reforma de las Administraciones Públicas. Junio de 
2013.

10 España: de la forma de administración para la Mejora Continua 
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Así, para la consecución de la reforma de la Administración 
se	 fija	 como	 objetivos	 del	 procedimiento:	 una	 Administración	
eminentemente electrónica, interconectada, transparente, ágil, que 
busca	 la	 simplificación,	 con	 racionalización	de	 recursos	y	 legis-
lativa, donde la participación activa (gobierno abierto) pueda ser 
una	 realidad,	con	un	sistema	de	evaluación	eficaz.	Ello	conduce	
a la promulgación a dos leyes: una reguladora del procedimiento 
administrativo que integrará las normas de relación de las Admi-
nistraciones Públicas con los ciudadanos y empresas, estas últimas 
como novedad (ordenación de las relaciones ad extra), otra don-
de se incluyen las disposiciones que disciplinan el sector público 
institucional (funcionamiento ad intra). Si bien, hemos de apuntar 
que ambas son un sumatorio, cuyo resultado es: la regulación del 
procedimiento en la LPAC pero que difícilmente podrían interpre-
tarse y ejecutarse sus preceptos sin el previo conocimiento de lo 
dispuesto en la Ley 40/2015, de 9 de octubre, de Régimen Jurídico 
del Sector Público (LRJSC) y, de manera esencial el Título Pre-
liminar, al contener los principios generales de actuación y fun-
cionamiento del sector público, así como, las técnicas de relación 
entre los distintos sujetos públicos, pilar esencial de conocimiento 
y objeto de este capítulo.

Como es sabido, la Ley de Procedimiento Administrativo 
es la norma que diseña la actuación administrativa y el esque-
leto sobre el que se soporta el conjunto de la misma y todas las 
normas	sectoriales.	En	este	sentido,	puede	afirmarse	que	la	Ley	
de Procedimiento Administrativo es la Ley cabecera de todo el 
Derecho Administrativo, que lo inspira e informa, pues en ella 
debe encontrase los principios generales que dan unidad al grupo 
normativo concreto con que se esté operando. Su importancia es 
tal, que tiene por principal objetivo orientar con sus criterios al 
resto de normas sectoriales (estatales, autonómicas y locales), 
preservar	 frente	 a	modificaciones	 fortuitas	 por	 su	mayor	 resis-
tencia	a	la	derogación	y	simplificar	la	producción	normativa	en	
tanto	que	es	la	norma	en	donde	confluyen	las	remisiones	efectua-
das por otras normas. 
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II. OBJETIVOS DE LA REFORMA

Con carácter general hemos de apuntar, como venimos dicien-
do, que el legislador en la LPAC materializa la reforma sobre el 
planteamiento necesario de la necesaria innovación de las Admi-
nistraciones	Públicas	 en	busca	de	una	gestión	más	 eficaz	y	 satis-
factoria, transparente, ágil, racional y segura, con la sana intención 
de la búsqueda de buen gobierno, desde la profesionalización y el 
aumento	de	confianza	de	los	administrados	hacia	sus	instituciones	
públicas.

Necesariamente tiene que centrar sus esfuerzos hacia la bús-
queda	de	la	eficiencia,	que	básicamente	consiste	en	obtener	del	me-
jor resultado al menor coste, sobre los recursos materiales, humanos 
y económicos que maneja. El incremento de la de productividad, los 
sistemas de evaluación para detectar los posibles errores o desvia-
ciones y subsanarlos lo más prontamente posible, así como la gra-
tuidad del procedimiento, constituyen sin duda parámetros ciertos 
de buen funcionamiento.

Objetivo estrella de la reforma, debe ser, adoptar todas las me-
didas conducente a fortalecer el procedimiento desde el minuto cero 
donde se gesta el acto administrativo, que nos conducirá inevitable-
mente a debilitar los recursos administrativos (recursos exponentes 
de garantías sí, pero fracaso del buen hacer de las Administraciones 
Públicas, también).

Claro ejemplo de la reforma es la introducción (muy tímida) de 
la innovación y la adaptación tecnología. La tramitación totalmente 
electrónica, interconectada, con transparencia en proceso conllevará 
a una Administración más ágil. Salvo criterio mejor fundado, no 
solo consiste en comprar ordenadores y terminales telemáticos po-
tentes y multifuncionales, hay que adecuar el procedimiento a las 
nuevas tecnologías, establecer distintos niveles de acceso, arbitrar 
posibilidades de asociar datos y vínculos al asunto de interés… y for-
mar a los empleados públicos principalmente y a los administrados, 
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en ese cambio conceptual y en el correcto manejo de los nuevos 
medios. Se desaprovecha una gran oportunidad.

También se plantea como objetivo general evitar duplicidades 
innecesarias,	ineficacias,	procesos	complejos,	hacia	la	consecución	de	
reforzar la seguridad jurídica y la satisfacción de los administrados res-
pecto a sus Administraciones Públicas. Refuerza la posición del intere-
sado (incorporación de empresas), separando los derechos de este, del 
de las personas y de los presuntos responsables del procedimiento san-
cionador (que también deben ser considerados personas e interesados). 

Objetivo	históricamente	buscado,	la	simplificación,	también	es	
examinada en todas las fases del procedimiento administrativo en 
la reforma, con claros exponentes que se analizarán más adelante 
como	la	tramitación	simplificada,	el	computo	de	plazos…,	si	bien	
no	olvidemos	que	como	la	doctrina	afirma	sobre	la	simplificación,	
esta debe ser “Tan simple como sea posible, pero no más”11.

Toda reforma tiene un signo y sobre el tema de principios he-
mos de decir que lo constituye la racionalización legislativa, exi-
giendo	el	 legislador	 la	motivación	sobre	 los	principios	 tipificados	
en el texto legal, cuando ejerzan las Administraciones Públicas la 
potestas regulatoria, con otra importante novedad, la exigencia de 
planificación	anual	regulatoria	pública.	Todo	ello	bajo	la	intención	
de hacer efectivo el derecho a la participación activa, sobre el obje-
tivo de gobernanza abierta.

III. AMBITO OBJETIVO Y SUBJETIVO DE LA LPAC

La LPAC regula las relaciones ad extra de las Administracio-
nes Públicas y sus administrados (personas y empresas), aunque en 

11	Una	de	las	conclusiones	de	la	mesa	sobre	simplificación	administrativa.	
Congreso AEPDA, 2015.
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la	praxis	esta	afirmación	tenga	poca	adherencia	a	la	realidad,	sobre	
un escenario de gobernanza multinivel, donde la exigencia de racio-
nalización legislativa comentada, se hace de imperiosa necesidad y 
sobre unas normas de transparencia esenciales para la regeneración 
democrática. Establece en el ámbito del ejercicio de la iniciativa 
legislativa y la potestad reglamentaria propia, una apuesta decidida 
sobre los principios por los que han de regirse explícitamente12. Re-
gulación acotada al ser norma marco, básica o de mínimos, aunque 
vemos como el paternalismo del legislador estatal invade competen-
cias propias de las Comunidades Autónomas incluso de Entidades 
Locales, a este respecto léase lo preceptuado respecto a los portales 
& sedes, respecto al punto de acceso general electrónico13. 

Anotar también que esta ley establece como garantía elemen-
tal, preservar el procedimiento común establecido, exigiendo reser-
va	de	ley	y	motivación	sobre	eficacia,	proporcionalidad	y	necesidad	
a	los	fines	propios	del	Procedimiento	común	que	se	pretende	cam-
biar para incluir trámites distintos o adicionales. Exige igualmente 
reserva reglamentaria: al posible cambio respecto de espacialidades 
del procedimiento, exencionando los trámites adicionales o distin-
tos	vigentes	por	especialidad	de	la	materia,	a	la	identificación	de	ór-
ganos, excepto la concreción ya determinada, el cambio de plazos, 
excluye también los concretos por razón de materia y respecto a 
las formas de iniciación y terminación del procedimiento, la publi-
cación de actos e informes a recabar igualmente requieren reserva 
reglamentaria, excepto aquellos que gocen de especialidad14.  

12 Art. 129 LPAC, estrella de la reforma respecto a los principios y dere-
chos que estamos tratando.

13 Art. 53, LPAC, respecto al derecho de acceso y copia, entre otros.
14 Art. 1.2 de LPAC. Y exposición de motivos, donde el legislador expone 

un claro ejemplo de excepcionalidad al aludir expresamente a la D.A. 9ª (Anexo 
2)	de	 la	Ley	14/2000,	sobre	medidas	fiscales,	el	silencio	positivo	como	regla	
general ante devolución de ingresos indebidos.
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Con	 enorme	 dificultad	 y	 a	mi	 juicio	 de	manera	 insuficiente,	 se	
regula una Administración totalmente electrónica, interconectada, que 
sin duda contribuirá a la agilidad y seguridad de la gestión, pero en la 
realidad plantea relevantes problemas no resueltos, como es el coste de 
la dotación de los recursos materiales necesarios, su mantenimiento, la 
esencial formación de los empleados públicos, los puntos de acceso al 
administrado, los portales y sedes, los puntos de información (de compe-
tencia autonómica ya apuntado). Si bien la apuesta es decidida y el plazo 
de tres años para su vigencia desde su publicación, parece ambicioso.

La	búsqueda	de	la	simplificación	administrativa,	asignatura	pen-
diente de las Administraciones Públicas sine die, se plantea como un 
reto prioritario en toda reforma y por supuesto en la LPAC, el paso 
adelante que supone la tramitación propuesta de procedimiento sim-
plificado,	aun	cuando	tiene	que	mediar	los	requisitos	esenciales:	del	
consenso de las partes, sin incorporación de trámites adicionales, sin 
manifestación contraría al fondo de órgano consultivo y en responsa-
bilidad patrimonial o régimen sancionador, inequívoca causalidad del 
funcionamiento y la lesión, valoración del daño entre el cálculo y la 
indemnización,	hay	que	calificarla	como	de	positiva	en	la	regulación	
reformada,	esto	unido	a	los	cambios	(siempre	insuficientes)	sobre	ma-
teria de plazos, incorporando las horas en el computo e inhabilitando 
de los sábados, contribuyen a tan magno objetivo.

El ámbito de la Participación activa que propicia el legisla-
dor contribuye en gran medida al intento de conseguir un gobier-
no abierto. Destacar igualmente lo preceptuado sobre el sistema de 
evaluación legislativa (impacto ex ante y ex post.) incorporando las 
teorías	y	técnicas	de	la	planificación	estratégica15 en busca de mayor 
calidad a través de las racionalización legislativa.

15 Sobre el tema: RAMOS RAMOS, B. y SANCHEZ NARANJO, C., La 
planificación estratégica como método de gestión Pública: experiencias en la 
administración española, INAP, 2013. 
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Principal novedad constituye la inclusión en el objeto de la 
Ley, con carácter básico, de los principios que informan el ejercicio 
de la iniciativa legislativa y la potestad reglamentaria, que vienen a 
garantizar la racionalidad supra citada. 

Validación	y	eficacia	de	los	actos	administrativos	del	procedimiento	
administrativo común, incluyendo el sancionador y el de reclamación de 
responsabilidad de las Administraciones Públicas, constituye el objeto 
proclamado por el legislador administrativo, llevando así la materiali-
zación del necesario fortalecimiento del procedimiento común, en detri-
mento como ya mencionáramos de los posibles recursos, consecuencia 
del mal funcionamiento de las Administraciones Públicas.

Respecto al ámbito subjetivo de la LPAC, lo constituye todo el 
sector público y con carácter supletorio las Corporaciones de Dere-
cho Público.

Así establece el legislador en su art. 2

“1.  La presente Ley se aplica al sector público, que comprende:
a) La Administración General del Estado.
b) Las Administraciones de las Comunidades Autónomas.
c) Las Entidades que integran la Administración Local.
d) El sector público institucional. 

2. El sector público institucional se integra por:
a) Cualesquiera organismos públicos y entidades de derecho 

público vinculados o dependientes de las Administracio-
nes Públicas.

b) Las entidades de derecho privado vinculadas o depen-
dientes de las Administraciones Públicas, que quedarán 
sujetas a lo dispuesto en las normas de esta Ley que es-
pecíficamente	se	refieran	a	 las	mismas,	y	en	 todo	caso,	
cuando ejerzan potestades administrativas.

c) Las Universidades públicas, que se regirán por su nor-
mativa	específica	y	supletoriamente	por	 las	previsiones	
de esta Ley. 
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3. Tienen la consideración de Administraciones Públicas la 
Administración General del Estado, las Administraciones 
de las Comunidades Autónomas, las Entidades que integran 
la Administración Local, así como los organismos públicos 
y entidades de derecho público previstos en la letra a) del 
apartado 2 anterior.

4. Las Corporaciones de Derecho Público se regirán por su 
normativa	específica	en	el	ejercicio	de	las	funciones	públi-
cas que les hayan sido atribuidas por Ley o delegadas por 
una Administración Pública, y supletoriamente por la pre-
sente Ley.“

IV. PRINCIPIOS RECTORES DEL PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO COMÚN HACIA EL BUEN GOBIERNO 

Abordamos el estudio de los actuales principios rectores del 
ámbito de la gobernanza en el sector público, como guía inequívoca 
de actuación y relación, enunciados normativos que fundamentan 
su contenido y que gozan de la necesaria transversalidad en todo lo 
preceptuado, siguiendo el estudio abocamos en la materialización 
formal de la interpretación de lo recogido en la norma desde estos 
principios sobre los gobernados, a través del decálogo de derechos 
de estos administrados en sus relaciones con las Administraciones 
Públicas,	garantizan	sin	duda,	el	adecuado	equilibrio	entre	eficacia-
eficiencia	de	actuación	y	relación	administrativa,	de	seguridad	jurí-
dica y transparencia, hacia la búsqueda del buen gobierno.

Los Principios del Derecho Administrativo en el Ordenamien-
to Jurídico español como bien es sabido, constituyen fuente precep-
tuada en el Código civil, gozando de una cualidad extremadamente 
importante,	podemos	afirmar	sin	temor	a	equivocarnos,	que	son	una	
fuente omnipotentemente informadora respecto a la interpretación 
de las normas.

Estos principios generales o rectores, inspiran, orientan, relacionan 
y nos ayudan a estructurar el Ordenamiento Jurídico Administrativo 




